Intervención de José Alexis Ginarte Gato, presidente de la UNJC para el evento paralelo.

Desde la Unión Nacional de Juristas de Cuba consideramos que el informe de la Relatora Especial no solo constituye una importante constatación de los efectos que las medidas coercitivas unilaterales tienen sobre el disfrute de los derechos humanos de la población cubana, sino que ofrece también una base jurídica relevante para avanzar hacia acciones más concretas de prevención, exigibilidad, responsabilidad y reparación.

En primer lugar, proponemos la creación de un mecanismo sistemático de documentación jurídica de los daños ocasionados por las medidas coercitivas unilaterales y por el exceso de celo en su cumplimiento.
 
No se trataría únicamente de cuantificar pérdidas económicas, sino de identificar, caso por caso, la medida aplicada, el derecho humano afectado, las personas o grupos perjudicados, el agente que ejecuta o sobredimensiona la restricción, la relación de causalidad y el daño concreto producido. 

Esta propuesta responde directamente a la recomendación de la Relatora de recopilar datos fácticos, patrones, testimonios y relaciones causales que permitan verificar los hechos y sustentar el acceso a recursos efectivos y la rendición de cuentas.

En segundo lugar, consideramos necesario diseñar una estrategia jurídica internacional articulada, que permita utilizar de manera más sistemática los mecanismos, procesos y órganos internacionales disponibles. 

La propia Relatora recomienda recurrir, entre otros espacios, a las instancias judiciales internacionales, los órganos de tratados, el Examen Periódico Universal, los mecanismos de Naciones Unidas, el seguimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y la Organización Mundial de la Salud. 
Esto exige identificar qué tipo de afectaciones pueden ser presentadas ante cada mecanismo, con qué evidencias y bajo qué estándares jurídicos.

Una tercera línea de acción debería dirigirse específicamente contra el exceso de cumplimiento o overcompliance. 

Por ello, pudiera promoverse ante terceros Estados la adopción de directrices, mecanismos administrativos de reclamación y garantías jurídicas frente a decisiones empresariales desproporcionadas o discriminatorias basadas únicamente en la nacionalidad cubana o en vínculos legítimos con Cuba.

En cuarto lugar, proponemos avanzar en el estudio de mecanismos jurídicos de reparación. La propia Relatora exhorta a la Oficina del Alto Comisionado, los órganos de tratados, OCHA y otros mecanismos de Naciones Unidas a buscar vías para obtener indemnización y reparación para las víctimas de violaciones de derechos humanos resultantes de estas medidas. 

Esto permitiría comenzar a trabajar técnicamente en posibles formas de restitución, compensación, satisfacción y garantías de no repetición, así como en los requisitos probatorios necesarios para hacerlas exigibles.

Finalmente, entendemos indispensable que todo este proceso incorpore un enfoque diferenciado de derechos humanos, género y vulnerabilidad. 

El informe reconoce expresamente que los efectos son particularmente graves para las personas en situación de pobreza, las mujeres, los niños y las niñas, las personas mayores, las personas con discapacidad y quienes padecen enfermedades crónicas. 

Por tanto, la documentación y la argumentación jurídica deberían mostrar no solo el daño económico general, sino cómo determinadas medidas terminan afectando concretamente derechos como la salud, la alimentación, la educación, el agua, la igualdad y la no discriminación.

Desde la Unión Nacional de Juristas de Cuba pensamos, en definitiva, que el principal desafío ahora es pasar de la constatación del impacto a la construcción de responsabilidad jurídica. Para ello se requiere evidencia, identificación de víctimas, demostración de relaciones de causalidad, utilización estratégica de los mecanismos internacionales y elaboración de vías efectivas de reparación. Ese puede ser uno de los aportes más concretos que, desde el Derecho, hagamos a la implementación de las recomendaciones formuladas por la Relatora Especial.

